ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 09 001 2017 00034 01
 ACCIONANTE: ANDRES FELIPE CHICA MEJIA VS. COLPENSIONES 

ASUNTO: REVOCA DECISÓN  

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la
 decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 24 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Revoca amparo concedido

Radicación Nro. :
66001 31 09 001 2017 00034 01

Accionante: 
ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA
Accionado: 
COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Temas: 
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA. [E]n la demanda de tutela el abogado Chica Mejía advirtió que: “actúo en nombre propio y no en mi condición de apoderado judicial del poderdante en razón a que yo fui la persona que realizó la petición, y es en favor de mis intereses que elevé la misma” (numeral 5º del escrito introductorio de la demanda de tutela, folio 2). Significa lo anterior, que el accionante no es el titular del derecho de petición cuya protección invoca, sino el señor Julio César Arias Dávila, pues a su nombre y con fundamento en el poder por él otorgado (folio 11), es que el abogado Chica Mejía ha presentado las solicitudes que argumenta no han sido resueltas. (…) Así las cosas, la acción de tutela resulta improcedente por carencia de legitimación en la causa por activa y en tal virtud, el A quo debió rechazar la demanda. Aunado a lo anterior, como COLPENSIONES dirigió a “ANDRES FELIPE CHICHA MEJIA – JULIO CESAR ARIAS DAVILA” la comunicación del 22 de noviembre de 2016 en la que respondió que en acatamiento al plan de seguridad que se lleva a cabo, previo el pago de las costas judiciales y agencias en derecho, su petición había sido remitida al área competente (folio 42), esta Sala considera que al accionante no se le vulneró el derecho fundamental de petición (…).
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de mayo de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0463
Hora: 11:50 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES, frente al fallo emitido el 17 de abril de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la tutela presentada por el abogado Andrés Felipe Chica Mejía en contra de esa entidad.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Informó el abogado Andrés Felipe Chica Mejía que presentó ante Colpensiones un derecho de petición-cuenta de cobro, junto con el auto de prueba y liquidación de costas, con el fin de obtener el pago de la sentencia judicial a favor de su poderdante, señor Julio César Arias Dávila, el cual quedó con el radicado Nº 2016_2983992 del 29 de  marzo de 2016.

Afirmó que Colpensiones canceló mediante resolución GNR 100523 del 8 de abril de 2016 el retroactivo pensional de la sentencia adeudada a su poderdante y en dicho acto administrativo se indicó que se daría traslado del mismo a la Gerencia de Defensa Judicial para que se iniciaran las gestiones de pago de costas procesales.
Aseguró que ante la ausencia del pago de la condena por costas procesales y agencias en derecho, decidió radicar un derecho de petición ante la accionada solicitando se le informara en qué fecha sería incluido en nómina el valor de las prestaciones aludidas, el cual quedó bajo el radicado Nº 2016_13456619 del 18 de noviembre de 2016, fecha en la que fue informado que su solicitud había sido recibida satisfactoriamente y que la respuesta se enviaría a la dirección de notificación.
Agregó que la acción de tutela la presenta a nombre propio y no bajo su condición de representante legal, pues fue él mismo quien realizó la petición a favor de sus intereses, además aceptó que el fondo del asunto de la presente se enmarca en la existencia de un proceso ordinario laboral pero advirtió que la pretensión de la acción tutelar se relaciona solamente a las costas procesales y agencias en derecho, las que hacen parte de sus honorarios como abogado, según lo concedido en el contrato de servicio firmado con su poderdante;  por tanto,  el interés recae únicamente en él y del mismo modo, no recibir una respuesta concreta a la petición solicitada lo llevó a la acción de tutela como única vía legal y efectiva para obtener la retribución como apoderado judicial debido a que considera imposible el pago por parte de COLPENSIONES por vía administrativa y sin trabas judiciales.
Consideró que se encuentra vencido el término legal para que COLPENSIONES hubiera respondido la petición antes indicada. 

Por lo tanto, el accionante solicitó: (i) que la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES, o quien haga sus veces y a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de la vicepresidencia de esa entidad o quien haga sus veces, resuelva de fondo y sin ningún tipo de dilación el derecho de petición No.2016_13456619 del 18 de noviembre de 2016 de forma, de forma clara y precisa, es decir que e informen en qué fecha van a incluir en nómina el pago de las costas procesales y agencias en derecho adeudadas de la sentencia judicial, aclarando que ya fue cancelado el retroactivo pensional de la sentencia, faltando solamente la condena por costas procesales y (ii) tutelar el derecho fundamental de petición en el entendido de que se ordene a las Gerencias antes mencionadas, que en un término de 48 horas profiera el correspondiente acto administrativo resolviendo de fondo lo solicitado. 
2.2. Adjuntó copia de los documentos a los que hizo alusión en la demanda de tutela, visibles a folios 2-16.
2.3.  COLPENSIONES no emitió pronunciamiento sobre la acción de tutela.
3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 17 de abril de 2017 proferida por el Juzgado 1º Penal del Circuito de esta ciudad, se tuteló el derecho de petición al abogado Andrés Felipe Chica Mejía y en consecuencia, ordenó al Gerente Nacional de Reconocimiento y al Gerente Nacional de Defensa Judicial, ambos de COLPENSIONES, que en el término de diez (10) días contado a partir de la notificación de esta providencia, resolviera de fondo la solicitud del reconocimiento de costas procesales y agencias en derecho radicada bajo el No.2017_13456619 del 18/11/2016 (Fls. 36-38).
COLPENSIONES fue notificado del fallo anterior el 17 de abril de 2017 a través de correo electrónico (Fl.54)

4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, COLPENSIONES presentó el 19 de abril de 2017 un escrito mediante el cual manifestó que en la presente acción de tutela existe una carencia actual del objeto, toda vez que al accionante se le dio respuesta a través del oficio 22 de noviembre 2016, el cual fue enviado por la empresa Thomas Express GN0367014658227.  Por tal razón, solicitó se concediera el recurso de apelación interpuesto y se declarara la carencia actual del objeto por hecho superado (Fls. 39-41).  

Adjuntó copia de la respuesta enviada al accionante (Fl.42) y de la guía de mensajería (Fl. 43).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 

5.6. El derecho fundamental de petición está consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, en donde se consagra la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por cualquier persona, ya sea con motivos de interés general o particular y, además, de obtener una respuesta pronta. De igual forma, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo[2], en su artículo 14 indica: “Artículo  14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.”

5.6.1. En la Sentencia T-237 de 2016 la Corte Constitucional reiteró que ese Tribunal delimitó unas subreglas que se deben tener en cuenta por los operadores jurídicos al momento de hacer efectivo el derecho fundamental de petición, las cuales fueron analizadas en la Sentencia T-377 de 2000, estableciendo nueve características del mismo, las cuales se citan a continuación:
 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta”.
(…)

De lo anterior se colige que la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha ocupado de fijar tanto el sentido como el alcance del derecho de petición. Como consecuencia de ello, ha reiterado que las peticiones respetuosas presentadas ante las autoridades o ante particulares, deben ser resueltas de manera oportuna, completa y de fondo, y no limitarse a  una simple respuesta formal.
 
(…) 

Partiendo de lo descrito anteriormente, y, teniendo en cuenta la naturaleza y alcance de este derecho, tenemos que su núcleo fundamental está constituido por: i) el derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa y, ii) la pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada. Por esto, resulta vulnerada esta garantía si la administración omite su deber constitucional de dar solución oportuna y de fondo al asunto que se somete a su consideración.   (Subrayas propias)
5.7. DEL CASO EN CONCRETO

5.7.1. En el caso sub examine, la Sala advierte que el motivo que llevó al  abogado Chica Mejía a solicitar la protección del derecho fundamental de petición, fue el hecho de que COLPENSIONES no había respondido su solicitud del 29 de marzo de 2017, radicada bajo el No.2016_2983992, en la que requirió que le informaran la fecha en que se iba a incluir el pago de las costas procesales y agencias en derecho adeudadas con respecto a la sentencia judicial a favor de su mandante, señor Julio César Arias Dávila y en el que agregó “Espero recibir respuesta dentro de los términos de ley (15 días) en pro de los intereses de mi cliente” (folio 28).
5.7.2. Ahora bien, en la demanda de tutela el abogado Chica Mejía advirtió que: “actúo en nombre propio y no en mi condición de apoderado judicial del poderdante en razón a que yo fui la persona que realizó la petición, y es en favor de mis intereses que elevé la misma” (numeral 5º del escrito introductorio de la demanda de tutela, folio 2).

5.7.3.  Significa lo anterior, que el accionante no es el titular del derecho de petición cuya protección invoca, sino el señor Julio César Arias Dávila, pues a su nombre y con fundamento en el poder por él otorgado (folio 11), es que el abogado Chica Mejía ha presentado las solicitudes que argumenta no han sido resueltas. Por lo tanto, el abogado no estaba legitimado para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre propio. Al respecto la Corte Constitucional, en un caso que presenta similitud con el que ahora se analiza, dijo
:
“En lo concerniente a la legitimidad por activa de los apoderados judiciales, esta corporación en sentencia T-697-06 (agosto 22), M. P. Manuel José Cepeda Espinosa, consideró:

 “… el abogado que representa judicialmente a otro, carece en principio de legitimación por activa, cuando en nombre propio pretende defender mediante tutela los derechos fundamentales de su poderdante, o cuando acude al proceso de tutela sin poder especial para ejercer dicha acción. En la primera circunstancia, se considera que quien representa judicialmente a alguien, lo hace a título profesional, lo que implica que el interés que defiende es el de su cliente y no el suyo propio, bajo las reglas del ejercicio de la profesión de abogado y atendiendo los supuestos de ley. En el segundo caso, no es suficiente que el apoderado alegue la defensa de la persona en un proceso diferente, o que afirme comparecer a la tutela como representante, o que cuente con poder general en otros asuntos; sólo el poder especial correspondiente, lo habilita para interponer tutela a favor de su representado y afirmar válidamente tal identidad.”
5.7.3.1. Con respecto a la imposibilidad para el apoderado de alegar por vía de tutela como propios los derechos del representado, la Corte Constitucional en la Sentencia T-658 de 2002, precisó lo siguiente:
 “4.1.1. Siguiendo lo expuesto, podemos responder al primer interrogante, es decir: ¿Si el apoderado judicial de una causa ordinaria puede alegar un interés directo para incoar en su propio nombre la acción de tutela, cuando los derechos fundamentales supuestamente vulnerados corresponden al titular de la causa ordinaria que representa judicialmente? 

Para dar respuesta a este cuestionamiento, es preciso tener en cuenta que la Corte en Sentencia T-674 de 1997, expresamente determinó que: ‘...no puede alegarse vulneración de los propios derechos con base en los de otro...’, y en Sentencia T-575 de 1997, igualmente, sostuvo que: ‘...la calidad de apoderado no genera ipso facto la suplantación del titular del derecho...’. 

A juicio de la Corporación, esto ocurre básicamente por dos razones: (i) El interés en la defensa de los derechos fundamentales, como se dijo, radica en su titular y no en terceros y, por otra parte, (ii) la relación de vulneración o amenaza de los derechos fundamentales debe ser directa y no transitiva ni por consecuencia. Así lo manifestó la Corte en la citada Sentencia T-674 de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), al sostener que ‘...no es válido alegar, como motivo de la solicitud de protección judicial, la causa de la causa, o el encadenamiento infinito entre causas y consecuencias, ya que, de aceptarse ello, se desquiciaría la acción de tutela y desbordaría sus linderos normativos. [Por lo tanto...] La violación de los derechos [fundamentales] de otro no vale como motivo para solicitar la propia tutela...’.”

Así las cosas, la acción de tutela resulta improcedente por carencia de legitimación en la causa por activa y en tal virtud, el A quo debió rechazar la demanda. 

5.7.4. Aunado a lo anterior, como COLPENSIONES dirigió a “ANDRES FELIPE CHICHA MEJIA – JULIO CESAR ARIAS DAVILA” la comunicación del 22 de noviembre de 2016 en la que respondió que en acatamiento al plan de seguridad que se lleva a cabo, previo el pago de las costas judiciales y agencias en derecho, su petición había sido remitida al área competente (folio 42), esta Sala considera que al accionante no se le vulneró el derecho fundamental de petición, si se tienen en cuenta que la jurisprudencia ha señalado que para que se materialice dicha prerrogativa se requiere de una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, debe ser escrita y en todo caso cumplirá
 con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”.  Por ende, se vulnera este derecho cuando (i) la entidad deja de emitir una respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a “pronta resolución”, (ii) la supuesta respuesta se limita a evadir la petición, o carece de claridad, precisión y congruencia, (iii) o no se comunique la respuesta al interesado.  Es decir que el derecho de petición consagra que la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses” 
.   

5.7.5. Así las cosas, en este caso en concreto tampoco  se avizora vulneración a las garantías constitucionales invocadas por el abogado Andrés Felipe Chica Mejía. 
Como consecuencia de lo analizado, se revocará la sentencia estudiada.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 17 de abril de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela presentada por el abogado Andrés Felipe Chica Mejía en contra de COLPENSIONES, tal como quedó consignado en la parte considerativa de este proveído.  
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria 

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-765 de 2009


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� T- 249 de 2001 “…pues no puede tenerse como real contestación la que sólo es conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información”. T-912 de 2003 en la que se dice:” según lo tiene establecido la Corte, una respuesta dirigida al juez de tutela no constituye una respuesta clara y oportuna notificada al interesado”.
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